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Resumen 

La institucionalización de la evaluación en España es una condición favorable a la extensión de la práctica de la 
evaluación, pero por sí sola no basta. Prueba de ello es que los avances que se han producido en los últimos años 
han sido básicamente de carácter normativo y en menor medida, la creación o asignación a organizaciones públicas 
de esta función. Sin embargo, este proceso de institucionalización sí ha posibilitado una práctica de la evaluación de 
ODV�SROtWLFDV�S~EOLFDV�FLPHQWDGD�VREUH�FULWHULRV�GH�YDORU�S~EOLFR�VLQ�SHUGHU�GH�YLVWD�UHIHUHQWHV�FRPR�OD�H¿FDFLD�\�OD� 
H¿FLHQFLD�GH�OD�DFFLyQ�S~EOLFD��$�SHVDU�GH�ORV�DYDQFHV�SURGXFLGRV�TXHGDQ�LPSRUWDQWHV�UHWRV�D�ORV�TXH�GDU�UHVSXHVWD� 
para consolidar la función evaluadora en nuestras administraciones. 

Palabras clave: evaluación, políticas públicas, valor público, institucionalización. 

&ODVL¿FDFLyQ�-(/��H11. 

Abstract 

The institutionalization of evaluation in Spain favours the spreading of evaluation practice but it is not enough by 
itself. For instance, the recorded improvements in the last few years have been basically of a regulatory nature and 
to a lesser extent they have been due to the assignment of this funtion to public organizations. Nevertheless, this 
process of institutionalization has made possible the practice of public policies’ evaluation based on public value 
FULWHULD�ZLWKRXW�QHJOHFWLQJ�UHIHUHQWV�VXFK�DV�HIIHFWLYHQHVV�DQ�HI¿FLHQF\�LQ�SXEOLF�DFWLRQV��'HVSLWH�WKH�UHFRUGHG�LP-
provements, there remain important challenges to be addressed in order to consolidate the evaluation role in our 
public administration. 

Key words: evaluation, public policies, public value, institucionalization. 

-(/�&ODVVL¿FDWLRQ��H11. 

1. Introducción 

En los últimos tiempos, la evaluación ha ido ganando relevancia entre las disciplinas 
cuyo objeto de conocimiento es la acción pública, entendida ésta como el conjunto de deci-
siones, el proceso por el que se adoptan y su materialización, que toman los gobiernos para 
resolver aquellos problemas que se reconocen como problemas públicos. Sin embargo, la 
evaluación no es una disciplina aislada, desconectada del campo de la ciencia de las políticas 
o accesoria a las mismas. Antes al contrario, la evaluación está intrínsecamente unida al aná-
lisis de las políticas públicas, hasta el punto que forma parte de su corpus doctrinal. 



 

 

 

 

14 Ana Ruiz Martínez 

Como señala Muller (2002), «la evaluación corresponde a una voluntad de introducir 
PiV�UDFLRQDOLGDG�FLHQWt¿FD�HQ�ODV�GHFLVLRQHV�S~EOLFDV��SHUPLWLHQGR�D�ODV�DXWRULGDGHV�S~EOLFDV� 
FRQRFHU� ORV� UHVXOWDGRV� UHDOHV� GH� VX� DFFLyQª�� 'HVGH� HVWH� SXQWR� GH� YLVWD� HO� QDFLPLHQWR� GH� OD� 
evaluación «corresponde al desarrollo de la teoría de las políticas públicas, de la cual es un 
momento esencial». En la misma línea, Monnier (1995) señala que «el tema de la evaluación 
está estrechamente ligado con el reconocimiento de la política como modalidad de acción 
FROHFWLYD��HV�GHFLU��FRQ�OD�LGHQWL¿FDFLyQ�GH�OD�DFFLyQ�S~EOLFD�HQ�WpUPLQR�GH�SURFHVRV�ª� 

Pero es que, además, un aspecto importante de la legitimación política y, desde luego, 
GH�OD�OHJLWLPDFLyQ�VRFLDO�GH�OD�DFFLyQ�S~EOLFD��UDGLFD�HQ�VX�SURSLD�H¿FDFLD�\�H¿FLHQFLD��'HVGH� 
este punto de vista, el conocimiento de si las intervenciones públicas parten de un diagnóstico 
adecuado de los problemas públicos que están en su origen; si su diseño e implementación se 
adecuan a los objetivos perseguidos; si se alcanzan los resultados previstos a un coste razona-
ble y, a partir de este conocimiento, generar un proceso de aprendizaje continuo que mejore 
el ciclo de la acción pública, constituye un factor crítico para la gestión pública que sólo es 
obtenible a través de la evaluación. 

Lo novedoso, tal vez sea la relevancia que actualmente ha alcanzado la evaluación, al 
menos desde el punto de vista teórico. Y, lo que no es menos importante, el cómo deben abor-
dase los procesos de evaluación. Ambos aspectos están en cierto modo relacionados. 

Así, diversas circunstancias han contribuido a agudizar la percepción de la necesidad de 
confrontar la acción pública con su puesta en práctica y con sus resultados. La situación de 
FULVLV�¿VFDO��WRGDYtD�PiV�DJXGL]DGD�FRQ�OD�DFWXDO�UHFHVLyQ��\�OD�H[LJHQFLD�GH�FXEULU�QHFHVLGD-
GHV�VRFLDOHV�FUHFLHQWHV�FRQ�UHFXUVRV�S~EOLFRV�D~Q�PiV�HVFDVRV��UHTXLHUH�XQD�PD\RU�H¿FLHQFLD� 
de la acción pública. Lo que, a su vez, conduce a la necesidad de evaluar de manera sistemá-
tica los resultados que ésta produce. 

Esta necesidad de la evaluación se refuerza todavía más, al ir consolidándose un enfo-
que de reforma administrativa que la concibe como un proceso permanente que permite la 
adecuación de la acción pública en sus distintos niveles —tales como políticas, servicios y 
organizaciones—, a circunstancias y necesidades cambiantes. 

A ello se añade, parafraseando al profesor Subirats (2008), uno de los grandes retos a 
los que todos los países se enfrentan: los gobiernos han de articular políticas orientadas a 
resolver problemas globales interconectados, complejos, difusos y muchas veces contradic-
WRULRV��<�HOOR�VLJQL¿FD�TXH�JREHUQDU�HQ�HVWH�FRQWH[WR�UHTXLHUH�©GRV�UHTXLVLWRV�IXQGDPHQWDOHV�� 
gobernar por políticas y gobernar con sentido público» (Aguilar, 1992). 

Si a ello añadimos la necesidad de conseguir una mayor apertura de las administracio-
nes públicas; de satisfacer una demanda ciudadana creciente de más y mejor información 
sobre los resultados que se obtienen en el uso de los recursos públicos; de lograr una mayor 
participación e implicación de los ciudadanos en lo público, y la exigencia a los gobiernos 
de una mayor transparencia, se evidencia el valor y la necesidad de la evaluación, ya que 
constituye una herramienta esencial para lograr estos retos. 

Estos factores, además, aportan las claves de cómo se deben afrontar las evaluaciones. 
Así la concepción de las políticas públicas como procesos de acción, hace necesario un en-
foque de la evaluación que va más allá de la descripción del grado de cumplimiento de los 
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REMHWLYRV�GH¿QLGRV�HQ�XQD�SROtWLFD�S~EOLFD��<�OD�FRPSOHMLGDG�H�LQWHUFRQH[LyQ��DGHPiV��H[LJHQ� 
un abordaje integral de los problemas y sus soluciones frente a los análisis atomizados y 
descontextualizados tradicionales. 

Porque la evaluación ha de proporcionar conocimiento sobre el valor global de inter-
venciones complejas, dando respuesta a los retos que plantean la transversalidad, la descen-
WUDOL]DFLyQ�\�OD�FRUUHVSRQVDELOLGDG�¿QDQFLHUD�TXH�FRPSDUWHQ�ORV�GLVWLQWRV�QLYHOHV�GH�*RELHU-
no en el diseño e implementación de las políticas. 

La evaluación, por tanto, es cada vez más necesaria en el nivel político para la com-
prensión y transformación de las políticas; para mejorar los procesos de toma de decisiones 
también en el nivel estratégico; para profundizar en la legitimación social de la acción públi-
ca, conocer sus impactos y las posibles alternativas y mejoras y para dotar de mayor trans-
parencia a los gobiernos. Hoy en día, la evaluación ya no puede concebirse sólo como una 
herramienta técnica, útil en el nivel gestor de las administraciones públicas. 

��� $YDQFHV�HQ�OD�HYDOXDFLyQ�GH�SROtWLFDV�S~EOLFDV�HQ�(VSDxD 

Todos los niveles de gobierno en España han dado pasos en los últimos años en materia 
de evaluación de políticas públicas, aunque con distinta intensidad. En la Administración 
General del Estado la creación de la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas y la 
Calidad de los Servicios (AEVAL) constituye una clara decisión de incorporación de la eva-
luación como práctica institucional. A nivel autonómico prácticamente todas las Comunida-
des Autónomas contemplan la evaluación de políticas públicas en su ordenamiento y también 
HQ�ORV�JRELHUQRV�ORFDOHV�HPSLH]D�D�FRQ¿JXUDUVH�FRPR�XQD�KHUUDPLHQWD�D�GHVDUUROODU�� 

Cabe entender por institucionalización de la evaluación «el proceso político por el que 
se legitima un marco normativo adecuado para el desarrollo de la función de evaluación a 
partir de la estructuración de espacios e instancias de las administraciones públicas a las que 
encargar tal función, ubicándolos en distintos niveles de gobierno y según las distintas acti-
vidades o sectores a evaluar» (Garde, 2006). Es decir, no sólo su regulación sino también la 
DVLJQDFLyQ�GH�HVWD�IXQFLyQ�D�RUJDQL]DFLRQHV�S~EOLFDV�FRQFUHWDV��'HVGH�HVWH�SXQWR�GH�YLVWD�ORV� 
avances han sido más modestos. 

A nivel autonómico han existido ámbitos en los que tradicionalmente se ha practicado 
OD� HYDOXDFLyQ��FRRSHUDFLyQ� DO�GHVDUUROOR�� SURJUDPDV� ¿QDQFLDGRV� FRQ� )RQGRV� &RPXQLWDULRV�� 
etc.). Al margen de estos ámbitos, sólo Cataluña ha creado una organización, Ivàlua, que tie-
ne como cometido la realización de evaluaciones con una orientación generalista. En el caso 
de Navarra, la Comisión Foral de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los 
Servicios desarrolla actividades de formación, sensibilización y promoción de la evaluación 
y mantiene un registro de evaluaciones, pero no las realiza. Una situación similar se da en el 
País Vasco, que en la actualidad está impulsando un portal y un observatorio de la evalua-
ción de las políticas públicas, aún en fase de ejecución. En otros casos, como puede ser el 
de Extremadura o Canarias, si bien se ha asignado esta función a una organización o unidad 
concreta, no hay evidencia de que se estén realizando evaluaciones de políticas públicas. 
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Otras Comunidades Autónomas han empezado a dar los primeros pasos a través de 
convenios de colaboración con AEVAL, pero también con distintas intensidades. En el caso 
de Castilla-La Mancha, Castilla y León e Illes Balears, los convenios contemplan la reali-
zación de evaluaciones de intervenciones públicas gestionadas por estas Comunidades, bien 
realizadas sólo por AEVAL o bien de manera conjunta. En otros casos, Murcia por ejemplo, 
el objetivo se orienta más a la sensibilización de las organizaciones públicas hacia esta prác-
tica a través de la realización de jornadas o de acciones formativas. En esta última situación 
también cabría ubicar el convenio celebrado con la FEMP. 

Una posible explicación de este menor avance es la coincidencia en el tiempo del inicio 
del proceso de institucionalización de la evaluación en España con la crisis económica, y la 
FRQVLJXLHQWH�DGRSFLyQ�GH�PHGLGDV�GH�DMXVWH�\�DXVWHULGDG�SUHVXSXHVWDULD��/D�FRQ¿UPDFLyQ�GH� 
esta hipótesis indicaría que en nuestro país sigue primando la visión de la evaluación como 
un «coste» y no como una inversión. 

Por lo que respecta a la Administración General del Estado, se dispone de información 
actualizada para conocer el estado de la cuestión, a través de un estudio realizado para AE-
9$/�SRU�OD�8QLYHUVLGDG�&DUORV�,,,�GH�0DGULG��'LFKR�HVWXGLR��GHQRPLQDGR�0DSD�GH�OD�(YD-
luación de Políticas y Programas Públicos en la Administración General del Estado (2007-
�������FRQFHSWXDOL]D�OR�TXH��XWLOL]DQGR�OD�WHUPLQRORJtD�GH�6WXIÀHEHDP�\�6LQN¿HOG���������VH� 
denominan evaluaciones en sentido estricto o «verdaderas»: aquellos procesos evaluativos 
TXH� SURGXFHQ� HYLGHQFLD� FLHQWt¿FD� D� SDUWLU� GH� XQD� LQYHVWLJDFLyQ� VLVWHPiWLFD�� TXH� WLHQHQ� SRU� 
REMHWR� LQWHUYHQFLRQHV� S~EOLFDV� LGHQWL¿FDEOHV� FRPR� SROtWLFDV�� SURJUDPDV� R� SODQHV� S~EOLFRV�� 
que incorporan un juicio de valor sobre la base de criterios de valor explícitos o implícitos; y 
que proporcionan orientaciones prácticas en relación con la intervención evaluada. Es decir, 
procesos evaluativos que realmente se corresponden con el concepto de evaluación de polí-
ticas públicas. 

$�WUDYpV�GHO�WUDEDMR�GH�FDPSR�UHDOL]DGR�VH�KDQ�LGHQWL¿FDGR�XQ�WRWDO�GH����HYDOXDFLRQHV� 
«verdaderas», aunque el universo estimado de evaluaciones de este tipo realizadas en el pe-
riodo de tiempo analizado podría situarse en, al menos, unas 85. 

'H�HVWDV����HYDOXDFLRQHV�UHDOL]DGDV�����OR�KDQ�VLGR�SRU�$(9$/�\�HO�UHVWR�SRU�OD�'LUHF-
FLyQ�*HQHUDO�GH�3ODQL¿FDFLyQ�\�(YDOXDFLyQ�GH�3ROtWLFDV�SDUD�HO�'HVDUUROOR�GHO�0LQLVWHULR�GH� 
Asuntos Exteriores y Cooperación (18), el Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y 
0DULQR������OD�)XQGDFLyQ�7ULSDUWLWD�SDUD�OD�)RUPDFLyQ�HQ�HO�(PSOHR������HO�&'7,�����\�RWUDV� 
organizaciones (5). 

$� HOODV� KDEUtD� TXH� DxDGLU� ORV� PDWHULDOHV� TXH� KDQ� DÀRUDGR� HQ� HO� WUDQVFXUVR� GHO� WUDEDMR� 
de campo, que no constituyen evaluaciones en sentido estricto, pero que pueden resultar 
valiosos para potenciar la práctica de la evaluación en la AGE, lo que el estudio denomina 
«materiales proevaluativos». 

Se trata, por tanto, de un proceso que todavía puede considerarse en fase de maduración 
en el conjunto de la AGE. Si bien es cierto que en términos absolutos la producción de eva-
luaciones puede considerarse escasa para un periodo de cinco años, no lo es menos que en 
el caso de las realizadas por AEVAL, las evaluaciones han afectado a múltiples sectores de 
SROtWLFD�S~EOLFD�\�iPELWRV�JHVWRUHV��WDO�FRPR�VH�UHFRJH�HQ�HO�JUi¿FR��� 
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*Ui¿FR�� 
'LVWULEXFLyQ�GH�ODV�HYDOXDFLRQHV�UHDOL]DGDV�SRU�$(9$/�VHJ~Q�VHFWRU�GH�SROtWLFD�S~EOLFD� 

(2007-2011) 

Otros Política sanitaria 
6,3 6,3 Política de seguridad

3,1 

Políticas medioambientales 
12,5 

Política I+D+i 
9,4 

Políticas de empleo (PAMT)
9,4 

Política educativa 
3,1 

Política de 
Políticas 

Protección Social 

Política de 
fomento empresarial

18,8 

Política de 
Cooperación

3,1 

Política de 
inmigración

3,1 

Política 
Regional

3,1 

Política Energética
6,3 

9,4 modernización AAPP 
9,4 

A pesar de las limitaciones señaladas, la institucionalización de la práctica de la eva-
luación ha supuesto avances también respecto de su conceptualización. En España, como en 
otros países europeos, el impulso de la evaluación vino determinado en sus orígenes por su 
REOLJDWRULHGDG�HQ�UHODFLyQ�FRQ�ORV�SURJUDPDV�¿QDQFLDGRV�FRQ�IRQGRV�FRPXQLWDULRV��(VWR�KD� 
conseguido que la evaluación de programas —limitada a determinados ámbitos, y mayorita-
riamente en el nivel gestor y operativo de la acción pública—, no sólo no sea ya una cuestión 
ajena, sino una práctica cotidiana incorporada a la cultura de las organizaciones responsables 
de su realización. Pero en paralelo ha auspiciado un enfoque de evaluación más centrado en 
los aspectos operativos de las políticas públicas. 

Una de las ventajas de haber comenzado el proceso de institucionalización más tarde 
con respecto a otros países es que, además de posibilitar aprender de los errores ajenos, ha 
VLGR� SRVLEOH� LQFRUSRUDU� ORV� HQIRTXHV� PiV� QRYHGRVRV� HQ� OD� PDWHULD�� 'H� PDQHUD� TXH� OD� LQV-
titucionalización de la evaluación en España ha permitido incorporar su práctica desde el 
enfoque de políticas públicas desde el inicio. 

Abordar la práctica de la evaluación desde esta perspectiva además es algo necesario, 
ya que no es infrecuente que las intervenciones públicas se diseñen sin un diagnóstico previo 
²R�pVWH�HV�LQVX¿FLHQWH²�GHO�SUREOHPD�D�UHVROYHU��JHQHUDOPHQWH�GHVFRQRFHQ�R�QR�WLHQHQ�HQ� 
cuenta las diferentes teorías causales sobre las que deberían asentarse las hipótesis de inter-
YHQFLyQ��QR�H[LVWHQ�HQ�RFDVLRQHV�REMHWLYRV�FODUDPHQWH�GH¿QLGRV�\�FRPR�FRQVHFXHQFLD�GH�OR� 
anterior, tampoco se explicitan los resultados esperados. 



 

           
            

                 
             

             

             
            

 

               
               

               

              
               

              
  

 

            
          

               

               

            
         

             
          

            

             

18 Ana Ruiz Martínez 

Tampoco es infrecuente encontrar, esta vez desde la perspectiva evaluadora, una vi-
sión de las intervenciones públicas que asume como premisas justamente lo contrario que 
se ha descrito en el párrafo anterior: por un lado, la existencia de un teoría y unas hipótesis 
de intervención y unos objetivos claramente explicitados; por otro, la presencia de un único 
actor que adopta decisiones libremente y con una lógica «cartesiana» y, por último, una 
FRQFHSFLyQ�GHO�FLFOR�GH�OD�SROtWLFD�FRPR�XQD�VXFHVLyQ�OLQHDO�GH�VXV�GLVWLQWDV�HWDSDV��'HVGH� 
esta perspectiva teórica, la evaluación constituiría la última fase de este ciclo, tendría un 
carácter retrospectivo, y se entendería como parte de un proceso de retroalimentación para 
MXVWL¿FDU�ODV�GHFLVLRQHV�UHODWLYDV�D�ODV�SROtWLFDV�R�SURJUDPDV�REMHWR�GH�HVWXGLR��/D�HYDOXD-
ción, desde esta perspectiva, se centraría exclusivamente en los resultados de las interven-
ciones públicas. 

Pero si la evaluación persigue evidenciar qué se ha hecho, para qué ha servido lo que 
se ha hecho, hasta qué punto se han alcanzado los objetivos previstos, en qué medida los 
resultados obtenidos son imputables a la intervención o cuáles son los efectos adversos que 
ésta ha producido, es necesario que abarque todo el ciclo de la intervención. O, dicho de 
otra manera, los efectos de las intervenciones públicas no pueden concebirse como inde-
pendientes de su diseño y de su implementación. Por esta razón si la evaluación pretende 
conocer el porqué y no solo el qué, debe incorporar a los procesos de evaluación conceptos 
y herramientas de análisis de las políticas públicas: no es posible evaluar sin analizar en 
paralelo la política. 

Se trata, como diría Nioche (1985), de superar lo que en pedagogía se denomina «eva-
luación aditiva», basada en logros y sanciones. Y generalizar lo que en este mismo ámbito 
se denomina «evaluación formativa»: analizar periódicamente el nivel y ritmo de logros, y 
conocer las causas que los determinan para adaptar la enseñanza. 

Además de lo anterior, este enfoque reitera la naturaleza de la evaluación como herra-
mienta de aprendizaje, fomentando en las organizaciones el conocimiento para el cambio y la 
mejora. Si la evaluación analiza el pasado es para construir mejor el futuro. 

Recapitulando, en estos últimos años se ha conseguido que la evaluación de políticas 
públicas no sea algo desconocido en nuestras administraciones; que su institucionalización 
sea una realidad en nuestro país, pues todos los niveles de gobierno la contemplan en mayor 
o menor medida; que se hayan creado algunas organizaciones públicas con este cometi-
GR� HVSHFt¿FR� R� TXH� H[LVWDQ� RUJDQL]DFLRQHV� GH� iPELWR� VHFWRULDO� R� JHQHUDOLVWD� TXH� UHDOLFHQ� 
evaluaciones sobre la base del enfoque más novedoso en la materia, como es el caso de 
AEVAL. 

También ha aumentado la presencia de la evaluación a nivel social. Es frecuente 
encontrar en muchos medios de comunicación, especializados y generalistas, artículos 
de opinión que la demandan como una herramienta para la adopción de decisiones sobre 
la base de evidencias sólidas. Asimismo, importantes instrumentos de despliegue de po-
OtWLFDV�� FRPR�HO� 3URJUDPD� 1DFLRQDO�GH� 5HIRUPDV�R� OD� (VWUDWHJLD� (VSDxROD� GH� 'HVDUUROOR� 
Sostenible, han sido objeto de evaluación, mediante su inclusión en los mandatos anuales 
de evaluación de AEVAL. Igualmente la existencia de redes de evaluación en las organi-
zaciones públicas constituye un avance. En este aspecto cabe destacar el comité de eva-
luación de políticas públicas de la Red Interadministrativa de Calidad de los Servicios; y 
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el inicio del proceso de articulación de un Sistema Público de Evaluación a través de los 
convenios de Colaboración entre AEVAL y diversas Comunidades Autónomas y la FEMP, 
ya señalados. Finalmente se ha conseguido despertar el interés parlamentario: se han soli-
citado informes de evaluación de AEVAL por parte de distintas Comisiones del Congreso 
GH� ORV� 'LSXWDGRV�� \� VH� KD� SURGXFLGR� XQD� FRPSDUHFHQFLD� SDUD� H[SOLFDU� ORV� UHVXOWDGRV� GH� 
una evaluación. 

��� /RV�UHWRV�HQ�OD�HYDOXDFLyQ�GH�SROtWLFDV�S~EOLFDV�HQ�(VSDxD 

Pero todo lo anterior no obvia que existan importantes retos a los que dar respuesta. 

����� 8Q�SDVR�SUHYLR��PHMRUDU�HO�GLVHxR�GH�ODV�LQWHUYHQFLRQHV�� 
3ODQL¿FDFLyQ�YLQFXODGD�D�OD�HYDOXDFLyQ 

8QR�GH�ORV�WHPDV�UHFXUUHQWHV��TXH�DO�PHQRV�DÀRUD�HQ�ODV�HYDOXDFLRQHV�GH�$(9$/��VRQ� 
ORV� Gp¿FLWV� HQ� OD� SODQL¿FDFLyQ� \� HQ� ORV� VLVWHPDV� GH� VHJXLPLHQWR� GH� PXFKDV� LQWHUYHQFLRQHV� 
S~EOLFDV��'H�PDQHUD�TXH�HV�IUHFXHQWH�HQFRQWUDU�HQ�ODV�UHFRPHQGDFLRQHV�GH�ODV�HYDOXDFLRQHV� 
UHDOL]DGDV�SRU�OD�$JHQFLD�OD�QHFHVLGDG�GH�PHMRUDU�ORV�VLVWHPDV�GH�SODQL¿FDFLyQ�\�HO�HVWDEOHFL-
PLHQWR�R�PHMRUD�GH�VLVWHPDV�GH�VHJXLPLHQWR��2WUR�Gp¿FLW�HV�TXH�PXFKRV�SODQHV�HVWUDWpJLFRV� 
o los grandes programas de intervención pública no contemplen mecanismos de evaluación. 
2�ELHQ��TXH�HQ�RFDVLRQHV�WDPSRFR�GH¿QDQ�LQGLFDGRUHV��TXH�pVWRV�VHDQ�LQVX¿FLHQWHV�SDUD�VX� 
seguimiento, o que no se considere el diseño e implementación de sistemas de información 
que lo posibiliten. 

3RU�WDQWR��XQR�GH�ORV�UHWRV�HV�SURPRYHU�FDPELRV�HQ�OD�FXOWXUD�GHO�GLVHxR�\�OD�SODQL¿FD-
ción de las políticas públicas y de los instrumentos en que éstas se despliegan, que faciliten 
OD� HYDOXDFLyQ�� /D� JHQHUDOL]DFLyQ� GHO� XVR� GH� KHUUDPLHQWDV� GH� SODQL¿FDFLyQ� HVWUDWpJLFD�� GH� 
sistemas de seguimiento y, desde el lado de la evaluación, de evaluaciones de diseño y de 
evaluabilidad son iniciativas que posibilitarían mejoras relevantes en este ámbito. Ambas in-
tervenciones evaluadoras tienen un carácter claramente «preventivo». Además, en el caso de 
ODV�HYDOXDFLRQHV�GH�HYDOXDELOLGDG��SHUPLWHQ�GH¿QLU�TXp�SDVRV�KDQ�GH�GDU�ODV�RUJDQL]DFLRQHV� 
para posibilitar que las intervenciones que gestionan sean evaluables. Todos estos aspectos 
aportarían un elemento de aprendizaje y de contacto con la evaluación muy útil desde el pun-
to de vista de la extensión de la cultura de la evaluación. Y al mismo tiempo, incrementarían 
OD�H¿FDFLD�\�H¿FLHQFLD�GH�OD�SURSLD�LQWHUYHQFLyQ�HYDOXDGRUD�� 

8Q� HMHPSOR� HYLGHQFLD� ORV� Gp¿FLWV� HQ� ORV� DVSHFWRV� DSXQWDGRV� DQWHULRUPHQWH�� HO� PDSD� 
de la evaluación de la AGE indica que de las 71 evaluaciones «verdaderas» realizadas en el 
periodo 2007-2011, sólo una fue una evaluación ex ante. 
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3.2. Hacer más visible la evaluación para asentar la cultura de la evaluación 
HQ�ODV�RUJDQL]DFLRQHV�S~EOLFDV 

A pesar de los avances señalados, no es menos cierto que todavía existe un cierto desco-
nocimiento de qué es y qué aporta la evaluación. Sigue habiendo confusión y, por tanto, sub-
siste la necesidad de diferenciar la evaluación de políticas públicas de otras formas de valorar 
la acción pública. Subsiste una concepción de la evaluación como un ejercicio coyuntural, 
que se realiza bajo determinadas circunstancias, ligadas a la mayor o menor limitación de los 
recursos públicos disponibles. 

Es necesario hacer más visible la evaluación en las administraciones públicas, generar 
un mayor grado de conocimiento de la evaluación como herramienta y de sus resultados en 
nuestras administraciones. Y, de manera prioritaria, conseguir la involucración de los direc-
tivos públicos en este cambio de cultura que implica la práctica sistemática de la evaluación. 
La experiencia de AEVAL evidencia, asimismo, que, cuando las organizaciones públicas 
tienen contacto con la evaluación, aprecian su utilidad y demandan evaluaciones que faciliten 
la toma de decisiones. 

'DGR�TXH�FDGD�YH]��HQ�PD\RU�PHGLGD��ORV�XVXDULRV�UHDOHV�GH�ODV�HYDOXDFLRQHV�WUDVFLHQ-
den a las instituciones que las encargan, generándose una creciente demanda de acceso a la 
información que aquellas proporcionan, un servicio que proporcionaría un alto valor añadido 
a la práctica de la evaluación y que la haría más visible, sería el establecimiento de instru-
mentos que permitan el acceso a la mayor cantidad de información evaluativa disponible en 
el menor tiempo posible. 

Esto implicaría poner a disposición de los distintos grupos de interés relacionados con 
las diferentes políticas públicas el conocimiento acumulado, tanto las evaluaciones reali-
zadas como los análisis de necesidades o demandas sociales relacionadas, los diagnósticos 
de problemas, las metodologías utilizadas, las herramientas de recopilación y análisis de la 
información, así como los datos sobre los que se han construido las evidencias de las eva-
luaciones. 

3.3. Profundizar en la institucionalización de la evaluación 

La creación de organizaciones públicas cuya misión es la evaluación de la acción 
S~EOLFD� HV�XQD� FRQGLFLyQ�QHFHVDULD�� SHUR�QR� VX¿FLHQWH�� SDUD� JDUDQWL]DU� XQD�LPSODQWDFLyQ� 
de la evaluación como una práctica interiorizada y sistemática en las organizaciones pú-
blicas. La institucionalización implica no sólo la realización de evaluaciones por parte 
de organismos especializados o únicamente en algunos sectores de política pública. La 
institucionalización supone implantar la evaluación como una práctica permanente y sis-
temática, generando en las organizaciones públicas un modelo cultural y organizativo que 
la posibilite. 

Como se ha señalado, en el desarrollo de la evaluación en la AGE a través de AEVAL, 
han tenido un papel decisivo los mandatos de evaluación contenidos en el Programa Nacional 
GH�5HIRUPDV�\�HQ�OD�(VWUDWHJLD�(VSDxROD�GH�'HVDUUROOR�6RVWHQLEOH��(V�GHFLU��OD�REOLJDFLyQ�GH� 
realizar evaluaciones externas de las medidas integradas en ambos instrumentos. La ley de 
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Economía Sostenible ha supuesto también un avance, al establecer la obligación de evaluar 
en distintos ámbitos de actuación pública. Pero, probablemente, sería necesario ir más allá, 
estableciendo el requisito de la evaluación al menos en los planes estratégicos o los grandes 
programas de intervención pública. O la realización obligatoria de evaluaciones de diseño en 
el caso de las políticas de nueva agenda y de aquellas otras intervenciones que requieran un 
rediseño, bien para dar respuesta a nuevas necesidades, bien porque los resultados alcanzados 
no sean satisfactorios. 

También se podría avanzar en la profundización de la institucionalización de la evalua-
ción a través de la implantación de planes plurianuales de evaluación. La existencia de una 
programación plurianual de las evaluaciones a realizar en la AGE permitiría ordenar y pla-
QL¿FDU�OD�SURSLD�HYDOXDFLyQ��HYDOXDU�JUDQGHV�VHFWRUHV�GH�SROtWLFD�S~EOLFD�D�OR�ODUJR�GH�FLFORV� 
cuatrienales mediante evaluaciones anuales de las políticas o programas de mayor impacto 
en el cumplimiento de sus objetivos. Y también evaluar las políticas articuladas para dar res-
puesta a problemas públicos emergentes o priorizados en cada legislatura. 

����� &RQVWUXLU�XQ�6LVWHPD�3~EOLFR�GH�(YDOXDFLyQ 

Como se ha señalado, aunque la evaluación con enfoque de política pública tiene unas 
señas de identidad propias, a lo largo de los años se han venido realizando evaluaciones 
de programas y proyectos con un enfoque básicamente operativo. También evaluaciones de 
carácter sectorial o bien seguimiento de la ejecución presupuestaria y control económico-
¿QDQFLHUR��(V�GHFLU��H[LVWH�XQD�SOXUDOLGDG�GH�RUJDQL]DFLRQHV�TXH�SUDFWLFDQ�OD�HYDOXDFLyQ��VL� 
bien es cierto que con enfoques, metodologías y herramientas muy diferenciadas. 

Por otro lado, el abordaje de procesos de evaluación en un país como España, carac-
terizado por un alto grado de descentralización y la concurrencia de diversos niveles de la 
Administración en múltiples ámbitos de actuación pública, hacen necesaria la construcción 
GH�HVSDFLRV�SDUD�GH¿QLU�PDUFRV�FRPXQHV�TXH�SHUPLWDQ�KRPRORJDU�\�FRPSDUWLU�PHWRGROR-
gías, el conocimiento acumulado, impulsar la complementariedad de las distintas activi-
GDGHV�HYDOXDWLYDV��KDFLpQGRODV�PiV�VLQpUJLFDV�\�PiV�H¿FLHQWHV��\�IDYRUHFHU�HO�DSUHQGL]DMH� 
mutuo. 

7RGDV� HVWDV� UD]RQHV�� MXVWL¿FDQ� OD� QHFHVLGDG� GH� LPSXOVDU� XQ� 6LVWHPD� 3~EOLFR� GH� (YD-
luación. En este Sistema, cuyo diseño debe sustentarse en los principios de cooperación y 
colaboración, AEVAL debe desempeñar un papel articulador. Su carácter estatal, así como 
el hecho de que por tratarse de una institución cuya práctica evaluativa se centra en general, 
en objetos de evaluación complejos, de carácter transversal, y que se implementan en múlti-
ples ámbitos territoriales, la convierten en un observador privilegiado de las intervenciones 
públicas en España. A ello se añade su relación permanente y, por tanto, su capacidad de in-
terlocución con las organizaciones internacionales, que entre otras actividades promueven la 
SUiFWLFD�GH�OD�HYDOXDFLyQ��&RPLVLyQ�(XURSHD��2&'(��%DQFR�0XQGLDO��%DQFR�,QWHUDPHULFDQR� 
GH�'HVDUUROOR��&/$'��HWF«� 

A ello contribuye, tal y como señalaba el informe de la Comisión de Expertos para la 
creación de la Agencia (2004), el hecho de que «el valor añadido de la Agencia se asocia 
a los principios de complementariedad y de subsidiariedad —en el respeto a las funciones 
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atribuidas a otros órganos en materias de inspección, evaluación de políticas de gasto o eva-
luaciones sectoriales o territoriales—, de tal forma que aporte a responsables políticos, direc-
tivos públicos y ciudadanos lo que una actuación realizada desde una perspectiva sectorial, 
autonómica o local no puede proporcionar por sí misma». 

El núcleo de este Sistema Público de Evaluación estaría integrado por organizaciones 
y unidades públicas de ámbito sectorial, autonómico y local dedicadas a la evaluación. Tam-
bién se podrían integrar otras organizaciones públicas como las Universidades o el CSIC, 
cuya práctica evaluativa tiene unas características diferenciadas (más próximas a la investi-
gación), pero en las que se genera gran parte del conocimiento necesario para la evaluación. 

Los objetivos a abordar por el SPE serían: el diseño de estrategias comunes y/o comple-
mentarias para el impulso de la cultura de la evaluación en el conjunto de administraciones 
públicas españolas; el desarrollo de estándares comunes de evaluación y de metodologías 
FRPXQHV�SDUD�OD�HYDOXDFLyQ�GH�SROtWLFDV�\�SURJUDPDV�S~EOLFRV��OD�GH¿QLFLyQ�GH�XQRV�FULWHULRV� 
básicos comunes de valor para el abordaje de las evaluaciones, teniendo en cuenta especial-
mente la operativización de criterios vinculados a los principios de buen gobierno; el estable-
cimiento de sistemas de información que favorezcan la gestión compartida del conocimiento 
HQ�HYDOXDFLyQ�\�¿QDOPHQWH�OD�UHDOL]DFLyQ�GH�HYDOXDFLRQHV�FRQMXQWDV� 

4. A modo de conclusión 

La implantación de un sistema de evaluación requiere una fuerte voluntad política 
que lo impulse y eso ha quedado demostrado en el caso español. Pero el ritmo del proceso 
dependerá, en gran medida, de las motivaciones y resistencias de los diferentes actores 
públicos —políticos, administrativos, académicos y sociales— que la impulsan, y de la 
propia mentalidad del país. El problema no es sólo el diseño de instrumentos, sino su 
aplicación. El cambio de cultura que supone esta medida modernizadora de buen gobierno 
debe ser una de las estrategias fundamentales a considerar para comprender el desarrollo 
del proyecto, porque si hay barreras a la evaluación no son tanto técnicas o profesionales 
como culturales. 

Como se ha señalado, la institucionalización de la evaluación es una condición favora-
ble, pero por sí sola no basta. La necesidad, ahora, es generar y promover cultura evaluadora 
en el conjunto de las administraciones públicas con el objetivo de desarrollar en común un 
VLVWHPD�S~EOLFR�GH�HYDOXDFLyQ��'HVGH�HVWD�SHUVSHFWLYD�OD�HYDOXDFLyQ�QR�VyOR�FRQWULEXLUi�D�OD� 
H¿FDFLD��VLQR�WDPELpQ�DO�IRUWDOHFLPLHQWR�GH�OD�FDSDFLGDG�UHODFLRQDO�HQWUH�ODV�GLVWLQWDV�HVIHUDV� 
administrativas, aprovechando sus capacidades, recursos y sinergias. En buena lógica, todo 
ello contribuirá a un mayor valor público para los ciudadanos. 

(O� SUR\HFWR� HYDOXDGRU�� FRPR� VLVWHPD�� HV� WRGDYtD� HPEULRQDULR�� 'H� PiV� HVWi� GHFLU� TXH� 
aún es necesario un largo recorrido. Quedan todavía algunos mecanismos por perfeccionar 
y desarrollar. La función evaluadora, como generadora de valor público, se va cimentando 
VREUH�FULWHULRV�HQ�OtQHD�FRQ�HO�EXHQ�JRELHUQR��6LQ�SHUGHU�GH�YLVWD�UHIHUHQWHV�FRPR�OD�H¿FDFLD� 
\� OD� H¿FLHQFLD� GH� OD� DFFLyQ� S~EOLFD�� WUDWD� GH� HTXLOLEUDUORV�FRQ�RWURV� FULWHULRV�IXQGDPHQWDOHV� 
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de valor público: equidad, cohesión social, corresponsabilidad, cooperación institucional, 
armonización, transparencia, participación, etc., que resultan fundamentales para emitir un 
juicio de valor más integral sobre las políticas públicas. 

(Q�GH¿QLWLYD��QR�VRQ�ODV�PHWRGRORJtDV�R�ORV�KDOOD]JRV�HO�HMH�EiVLFR�GH�OD�LQWHUYHQFLyQ� 
evaluadora, sino los referentes con los que se van a valorar las políticas públicas. En este 
sentido, los valores no pueden ser prerrogativas de la política o de las administraciones, sino 
de éstas y del conjunto del tejido social. 

��� %LEOLRJUDItD 

AEVAL (2009): «La función evaluadora: Principios orientadores y directrices de actuación en la eva-
luación de políticas y programas». Ministerio de la Presidencia. 

AEVAL (2010): «Fundamentos de evaluación de políticas públicas». Ministerio de Política Territorial 
y Administración Pública. 

Aguilar Villanueva, L. F. (1992): «El estudio de las políticas públicas». Miguel Ángel Porrúa. México, 
'��)� 

Garde Roca, J.A. (2006): «La evaluación de políticas públicas y su institucionalización en España». 
Ministerio de Administraciones Públicas. 

Ministerio de Administraciones Públicas (2004): Informe de la Comisión para el estudio y creación de 
la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios. 

Monnier, E. (1995): «Evaluación de la acción de los poderes públicos». Instituto de Estudios Fiscales. 
Madrid. 

Muller, P. (2002): «Las políticas públicas». Universidad Externado de Colombia. Bogotá. 

1LRFKH��-�3����������©'H�OD�(YDOXDFLyQ�DO�$QiOLVLV�GH�ODV�3ROtWLFDV�3~EOLFDVª� Revue Française de Scien-
ce Politique, YRO������1�����SS��������� 

6WXIÀHEHDP�� '�� /�� \� 6LQN¿HOG�� $�-�� �������� ©6\VWHPDWLF� (YDOXDWLRQ�� $� 6HOI�,QVWUXFWLRQDO� *XLGH� WR� 
Theory and Practice». Kluwer-Nijhoff. Boston. 

Subirats, J.; Knoepfel, P.; Larrue, C. y Varone, F. (2008): «Análisis y Gestión de Políticas Públicas». 
Ariel. Barcelona. 




